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Este año de post pandemia, la atención de la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) ha 
sido puesta en el cuidado de nuestro planeta 
y la salud, dirigiendo los reflectores a 
diversos sectores de la sociedad mediante 
la implementación de  actividades que 
buscan reducir o neutralizar el impacto de la 
contaminación ambiental en nuestro 
ecosistema y en la salud pública, lo que 
obviamente debe traducirse en políticas 
públicas certeras y compromisos reales por 
parte de entes públicos y privados que 
aseguren un estado de bienestar con el 
Planeta frente al Cambio Climático.

Sin duda alguna, el tema propuesto evoca 
inmediatamente la peor catástrofe 
ambiental que se ha producido en el litoral 
peruano en los últimos tiempos: el derrame 
de más de 11 mil barriles de crudo de 
petróleo frente al mar de Ventanilla, Callao, 
el pasado 15 de enero, producido cuando 
era trasladado por el buque italiano Mare 
Doricum a las plataformas de la refinería La 
Pampilla, operada por la empresa Repsol.

Sin perjuicio de las responsabilidades de 
diversa índole (administrativa, civil, penal, 
etc) que recaigan sobre los agentes 
partícipes en dicho siniestro, conviene 
recordar que la empresa Repsol ha incurrido 

en una serie de omisiones y contradicciones 
respecto a las circunstancias del hecho, 
pretendiendo que este caso encaje en un 
supuesto de caso fortuito al apelar a un 
hecho imprevisible e inevitable, la erupción 
del volcán Tonga, el cual habría ocasionado 
un oleaje anómalo, desencadenado la rotura 
o hecho generador del derrame en 
circunstancias en que realizaban el 
trasvase, hecho que ya ha sido descartado 
técnicamente. 

Esto dio paso a la evidencia de un presunto 
accionar doloso (a título de dolo eventual) 
por parte de los funcionarios de la empresa, 
mediante el incumplimiento de sus deberes 
de control, de la capacidad de prever el 
resultado lesivo de grandes dimensiones 
mediante la no adopción de un plan de 
contingencia y no aplicación de las medidas 
inmediatas frente al siniestro. Esto es, 
conforme a los protocolos ambientales 
según el estudio de impacto ambiental, con 
el objeto de mitigar y restaurar los daños 
ambientales, responsabilidades a las que se 
sumarán, obviamente, los deberes de 
control, supervisión y fiscalización de parte 
de las autoridades competentes, a quienes 
eventualmente también alcanzarían cierto 
grado de responsabilidad de índole 
administrativa y penal. 

En el marco del tema propuesto por la OMS, 

conviene repensar si la normativa de la 
materia resulta suficiente para neutralizar, 
contener y remediar este tipo de siniestros 
de consecuencias inconmensurables por su 
impacto ambiental (aire, agua, suelo, 
subsuelo) para nuestros ecosistemas y la 
salud pública, sin perjuicio de las 
implicancias en términos ecológicos, 
económicos y sociales. Además, de saber si 
es posible establecer —a estas alturas— 
cuál ha sido el verdadero impacto ambiental 
y las posibilidades efectivas de remediación 
a mediano y largo plazo. 

Este desastre ecológico ha develado la 
urgente necesidad de reformular los 
protocolos e implementar respuestas 
eficientes y eficaces por parte de los 
privados como de las autoridades 
ambientales, tanto ex ante como ex post, 
pues una supervisión y fiscalización efectiva 
disminuye los factores de riesgo, así como 
una respuesta de contención inmediata 
(tanto en oportunidad como calidad) hacen 
la diferencia en términos de la magnitud del 
daño y su remediación, conforme lo han 
expresado diversos especialistas. 

Es fundamental el repensar nuestra cultura 
gubernamental de prevención en materia 
ambiental a cargo de las entidades ya 
creadas con dicho fin: Organismo 
Supervisor de la Inversión en Energía y 

derecho a vivir en un ambiente adecuado. 
Los riesgos vinculados al derrame de este 
tipo de sustancias son amenazas 
ambientales que impactan en la salud 
pública, lo que se agrava con otros agentes 
contaminantes de diversa índole y donde la 
respuesta del Estado es más que 
preocupante. 

Nuestro planeta, nuestra salud es un 
poderoso recordatorio de que el problema 
de contaminación ambiental nos compete 
absolutamente a todos. 

Minería (Osinergmin), Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), 
Dirección General de Capitanías y 
Guardacostas (Dicapi) de la Marina de 
Guerra del Perú, cuya respuesta en este caso 
ha demostrado preocupantes falencias, pues 
conforme lo viene destacando la Defensoría 
del Pueblo en diversos informes, a propósito 
de los derrames en la Amazonía, el marco 
normativo que regula el Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental no 
contempla en el plan de contingencia cuáles 
son los protocolos específicos —por 
ejemplo— para atender a la población 
afectada. Nuestro marco jurídico establece 
que, cuando se habla de los impactos 
ambientales, también se incluyen los 
impactos sociales, de tal manera que los 
instrumentos de gestión ambiental tienen 
que contener tanto los impactos al ambiente 
como los impactos a la población. 

Otro aspecto que encontró la Defensoría es 
que no hay una guía para la elaboración de 
planes de contingencia de los estudios de 
impacto ambiental, pues el ente rector, el 
Ministerio del Ambiente (Minam), no ha 
establecido el contenido mínimo del plan de 
contingencia, señalando, además, que 
algunas empresas la pueden tener, otras no; 
no hay una uniformidad y mientras no la haya 
no es posible la supervisión. Esto resulta 

básico pues es la autoridad ambiental la que 
debe fijar los marcos de referencia en 
determinada actividad a efecto de establecer 
el ámbito de supervisión, la cual debe ser 
eficaz en aras de evitar catástrofes 
ambientales de esta dimensión.

Conforme lo precisó la Fiscalía Penal 
Especializada en materia de ambiental 
(FEMA) a cargo del caso: “Este hecho 
produjo la contaminación de las aguas 
marinas, el suelo y subsuelo costero 
generando un grave daño al ambiente en sus 
componentes de agua, suelo y aire; a la 
calidad y salud ambiental, produciendo la 
muerte y afectación a la fauna y flora del mar, 
así como a los recursos hidrobiológicos, en 
perjuicio de la ciudadanía.” Grave daño que 
no debe quedar impune, pues dentro del 
ámbito de prevención general deberán 
aplicarse sanciones ejemplares que 
permitan prever dichas consecuencias 
rigurosas por parte del privado y entes 
públicos a efecto de neutralizar el daño al 
medio ambiente, el cual constituye un bien 
jurídico colectivo y que garantiza la vida y 
salud en nuestro planeta, aspectos que 
vemos a diario en las noticias que dan 
cuenta de extensos terrenos mutilados por la 
tala ilegal y/o la minera ilegal, que se 
producen a vista y paciencia de nuestras 
autoridades sin que hasta ahora se haya 

puesto coto mediante sanciones de especial 
calibre, principalmente por el valor del bien 
jurídico protegido. 

Conviene recordar en esta fecha 
emblemática, Día Mundial de la Salud, y a 
partir del factor contaminante en cuestión, 
los constantes derrames de petróleo que se 
producen en la Amazonía Peruana debido a 
atentados contra los ductos del Oleoducto 
Norperuano, que según las cifras registradas 
por OSINERGMIN, en el año 2016 se 
produjeron 70 derrames de petróleo, 
impactando en nuestro ecosistema, en la 
vida y en la salud de población altamente 
vulnerable como son las comunidades 
autóctonas y la población aledaña a la zona, 
donde la presencia del Estado en materia de 
salud ambiental es prácticamente nula y 
requieren una respuesta inmediata de 
diversos sectores pues el tema es 
transversal. 

Vivimos tiempo de indiferencia, inmediatez y 
distracción por la congestión impuesta por 
las redes sociales, pero ello no debe 
distraernos de la generación de conciencia 
ambiental en nuestras sociedades, pues solo 
así podremos entender la necesidad de 
mantener un adecuado ecosistema que nos 
garantice la vida y salud para futuras 
generaciones, como fundamento de un 

El hostigamiento sexual es una falta grave 
que constituye una causa de despido, 
conforme al inciso i) del artículo 25º del TUO 
del Decreto Legislativo Nº 728, Ley de 
Productividad y Competitividad Laboral, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 
003-97-TR.

El problema es que, por sus características, 
suele ser una falta de difícil probanza, dado 
que en la mayoría de casos se comete en 
clandestinidad, sin vestigio o evidencia 
alguna, en donde quizá la única prueba es la 
declaración de la víctima.

Siendo conscientes de esa realidad, el 
numeral 20.4 del artículo 20º del Reglamento 
de la Ley Nº 27942, establece que la 
valoración de los medios probatorios debe 
realizarse considerando la situación de 
vulnerabilidad de la presunta víctima, 
recurriendo a lo establecido en el artículo 12º 
del Reglamento de la Ley Nº 30364, Ley para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar, aprobado por Decreto Supremo Nº 
009-2016-MIMP.

Así, el citado artículo 12º establece que la 
declaración de la víctima debe ser valorada 
teniendo en cuenta tres circunstancias:

a) La sola declaración de la víctima puede ser 
hábil para desvirtuar la presunción de 
inocencia, en tanto no concurran 

circunstancias que la invaliden. Para ello, se 
debe evaluar la ausencia de incredibilidad 
subjetiva, la verosimilitud del testimonio y la 
persistencia en la incriminación

b) La retractación de la víctima se debe 
evaluar tomando en cuenta el contexto de 
coerción propiciado por el entorno laboral y 
social.

c) Se deben observar los criterios de los 
Acuerdos Plenarios aprobados por la Corte 
Suprema de Justicia de la República.

Nótese que, para casos difíciles, la citada 
disposición nos obliga a analizar la 
consistencia de la declaración de víctima, a 
partir de los tres aspectos citados en el 
precedente literal a). Esta técnica para la 
valoración probatoria fue primigeniamente 
establecida en el Acuerdo Plenario Nº 
2-2005/CJ-116, arribado por las Salas 
Penales Permanente y Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia en el año 2005, 
aplicable en el análisis de los delitos de 
clandestinidad. En el ámbito laboral esta 
técnica no era extraña, siendo recogida por el 
Tribunal del Servicio Civil en la Resolución de 
Sala Plena Nº 003-2020-SERVIR/TSC, como 
una directriz para resolver casos de 
hostigamiento sexual en el sector público.

La ausencia de incredibilidad subjetiva 
implica que el operador deberá evaluar la 
relación entre la víctima y la persona 

denunciada. Particularmente se debe evaluar 
si la declaración de la víctima no ha sido 
motivada en el odio, resentimiento, 
enemistado u otra circunstancia que pueda 
incidir en la parcialidad de la misma. Alguna 
de estas circunstancias podría determinar la 
falta de certeza de los hechos denunciados.

Ahora, en la Casación Nº 1179-2017/Sullana, 
del 10 de mayo de 2018, se reconoció que los 
delitos sexuales generan una reacción 
contraria al agresor, propiciando un 
distanciamiento con él, de manera que esta 
reacción natural no contaminará la 
declaración de la víctima. De ahí que el móvil 
que resta fiabilidad a la declaración, debe ser 
anterior a los hechos denunciados.

Desde nuestra óptica, este mismo 
razonamiento debe ser realizado en casos de 
hostigamiento sexual laboral.

El segundo elemento a valorar es la 
verosimilitud en la declaración de la víctima. 
Este elemento nos lleva a analizar, en primer 
lugar, la coherencia y solidez de la propia 
declaración. Para ello es importante que el 
declarante exponga hechos reales, 
alejándose de la fantasía y, sobre todo, que 
pueda ubicarlos en espacio y tiempo. 

Por otra parte, se debe hacer una evaluación 
de los elementos que permitan aplicar 
“corroboraciones periféricas”. Para ello 
puede recurrirse a testigos directos, testigos 

de referencia, informes psicológicos, u otra 
prueba (documental o no).

Este método de aplicar corroboraciones 
periféricas no debe entenderse como la 
obligación que el declarante presente 
pruebas que acredite indubitablemente la 
conducta sexual o sexista de la que fue 
víctima, sino más bien, nos conlleva a 
evaluar la prueba que pueda confirmar el 
contexto de los hechos. De ahí la 
importancia de poder tener un relato 
minucioso de los hechos, que haga 
referencia al espacio y tiempo.

Por ejemplo, si una trabajadora manifiesta 

que fue víctima de hostigamiento sexual 
porque permaneció sola con el denunciado 
en su oficina fuera del horario de trabajo, y 
declara que se retiró a las 8:00 p.m. del 
centro de trabajo, despidiéndose del 
personal de vigilancia; el vigilante bien 
podría corroborar la hora que se retiró del 
centro laboral, e igualmente podría 
corroborar si es que posteriormente vio 
retirarse al denunciado. Esto dotaría de 
solidez al relato de la víctima.

En la Casación Nº 1179-2017/SULLANA, se 
requirió analizar la culpabilidad del 
denunciado del delito de violación sexual a 
partir del relato de la víctima menor de edad, 

y la consistencia con el relato de la madre y 
el informe psicológico que permitiría 
constatar las consecuencias del hecho 
(aflicción emocional de la víctima), con lo 
cual vemos que estas corroboraciones 
periféricas pueden evaluarse incluso desde 
las consecuencias del acto.

En el sector público, este ejercicio también 
ha sido practicado en distintas ocasiones 
por el Tribunal del Servicio Civil, 
concluyendo la culpabilidad de los 
servidores en casos de hostigamiento 
sexual, a partir de las siguientes pruebas:

¿CÓMO VALORAR LA PRUEBA DEL HOSTIGAMIENTO SEXUAL 
LABORAL?
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que constituye una causa de despido, 
conforme al inciso i) del artículo 25º del TUO 
del Decreto Legislativo Nº 728, Ley de 
Productividad y Competitividad Laboral, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 
003-97-TR.
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alguna, en donde quizá la única prueba es la 
declaración de la víctima.
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de la Ley Nº 27942, establece que la 
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realizarse considerando la situación de 
vulnerabilidad de la presunta víctima, 
recurriendo a lo establecido en el artículo 12º 
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009-2016-MIMP.

Así, el citado artículo 12º establece que la 
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teniendo en cuenta tres circunstancias:

a) La sola declaración de la víctima puede ser 
hábil para desvirtuar la presunción de 
inocencia, en tanto no concurran 

circunstancias que la invaliden. Para ello, se 
debe evaluar la ausencia de incredibilidad 
subjetiva, la verosimilitud del testimonio y la 
persistencia en la incriminación

b) La retractación de la víctima se debe 
evaluar tomando en cuenta el contexto de 
coerción propiciado por el entorno laboral y 
social.

c) Se deben observar los criterios de los 
Acuerdos Plenarios aprobados por la Corte 
Suprema de Justicia de la República.

Nótese que, para casos difíciles, la citada 
disposición nos obliga a analizar la 
consistencia de la declaración de víctima, a 
partir de los tres aspectos citados en el 
precedente literal a). Esta técnica para la 
valoración probatoria fue primigeniamente 
establecida en el Acuerdo Plenario Nº 
2-2005/CJ-116, arribado por las Salas 
Penales Permanente y Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia en el año 2005, 
aplicable en el análisis de los delitos de 
clandestinidad. En el ámbito laboral esta 
técnica no era extraña, siendo recogida por el 
Tribunal del Servicio Civil en la Resolución de 
Sala Plena Nº 003-2020-SERVIR/TSC, como 
una directriz para resolver casos de 
hostigamiento sexual en el sector público.

La ausencia de incredibilidad subjetiva 
implica que el operador deberá evaluar la 
relación entre la víctima y la persona 

denunciada. Particularmente se debe evaluar 
si la declaración de la víctima no ha sido 
motivada en el odio, resentimiento, 
enemistado u otra circunstancia que pueda 
incidir en la parcialidad de la misma. Alguna 
de estas circunstancias podría determinar la 
falta de certeza de los hechos denunciados.

Ahora, en la Casación Nº 1179-2017/Sullana, 
del 10 de mayo de 2018, se reconoció que los 
delitos sexuales generan una reacción 
contraria al agresor, propiciando un 
distanciamiento con él, de manera que esta 
reacción natural no contaminará la 
declaración de la víctima. De ahí que el móvil 
que resta fiabilidad a la declaración, debe ser 
anterior a los hechos denunciados.

Desde nuestra óptica, este mismo 
razonamiento debe ser realizado en casos de 
hostigamiento sexual laboral.

El segundo elemento a valorar es la 
verosimilitud en la declaración de la víctima. 
Este elemento nos lleva a analizar, en primer 
lugar, la coherencia y solidez de la propia 
declaración. Para ello es importante que el 
declarante exponga hechos reales, 
alejándose de la fantasía y, sobre todo, que 
pueda ubicarlos en espacio y tiempo. 

Por otra parte, se debe hacer una evaluación 
de los elementos que permitan aplicar 
“corroboraciones periféricas”. Para ello 
puede recurrirse a testigos directos, testigos 

de referencia, informes psicológicos, u otra 
prueba (documental o no).

Este método de aplicar corroboraciones 
periféricas no debe entenderse como la 
obligación que el declarante presente 
pruebas que acredite indubitablemente la 
conducta sexual o sexista de la que fue 
víctima, sino más bien, nos conlleva a 
evaluar la prueba que pueda confirmar el 
contexto de los hechos. De ahí la 
importancia de poder tener un relato 
minucioso de los hechos, que haga 
referencia al espacio y tiempo.

Por ejemplo, si una trabajadora manifiesta 

que fue víctima de hostigamiento sexual 
porque permaneció sola con el denunciado 
en su oficina fuera del horario de trabajo, y 
declara que se retiró a las 8:00 p.m. del 
centro de trabajo, despidiéndose del 
personal de vigilancia; el vigilante bien 
podría corroborar la hora que se retiró del 
centro laboral, e igualmente podría 
corroborar si es que posteriormente vio 
retirarse al denunciado. Esto dotaría de 
solidez al relato de la víctima.

En la Casación Nº 1179-2017/SULLANA, se 
requirió analizar la culpabilidad del 
denunciado del delito de violación sexual a 
partir del relato de la víctima menor de edad, 

y la consistencia con el relato de la madre y 
el informe psicológico que permitiría 
constatar las consecuencias del hecho 
(aflicción emocional de la víctima), con lo 
cual vemos que estas corroboraciones 
periféricas pueden evaluarse incluso desde 
las consecuencias del acto.

En el sector público, este ejercicio también 
ha sido practicado en distintas ocasiones 
por el Tribunal del Servicio Civil, 
concluyendo la culpabilidad de los 
servidores en casos de hostigamiento 
sexual, a partir de las siguientes pruebas:

 

Documento Pruebas 

Casación Nº 3804-2010 Del Santa, 8 
de enero de 2013 

Declaración de la víc�ma + transcripción de audio 

Sentencia de vista del 31 de julio de 
2019  

Denuncia de un 3ro. + declaración de agraviadas + Imágenes 
de WhatsApp 

Resolución Nº 001155-2020-
SERVIR/TSC-Primera Sala 

Declaración de la víc�ma + grabación de audio 

Resolución Nº 001162-2021-
SERVIR/TSC-Segunda Sala 

Declaración de la víc�ma + WhatsApp + “likes” Facebook 

Resolución Nº 002370-2020-
SERVIR/TSC-Primera Sala 

Declaración de la víc�ma + tes�go de referencia 

Resolución Nº 000410-2021-
SERVIR/TSC-Segunda Sala 

Declaración de la víc�ma + WhatsApp 

Resolución Nº 000419-2021-
SERVIR/TSC-Primera Sala 

Declaración de la víc�ma + tes�go directo + tes�go de 
referencia + informe psicológico 
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declarante exponga hechos reales, 
alejándose de la fantasía y, sobre todo, que 
pueda ubicarlos en espacio y tiempo. 

Por otra parte, se debe hacer una evaluación 
de los elementos que permitan aplicar 
“corroboraciones periféricas”. Para ello 
puede recurrirse a testigos directos, testigos 

de referencia, informes psicológicos, u otra 
prueba (documental o no).

Este método de aplicar corroboraciones 
periféricas no debe entenderse como la 
obligación que el declarante presente 
pruebas que acredite indubitablemente la 
conducta sexual o sexista de la que fue 
víctima, sino más bien, nos conlleva a 
evaluar la prueba que pueda confirmar el 
contexto de los hechos. De ahí la 
importancia de poder tener un relato 
minucioso de los hechos, que haga 
referencia al espacio y tiempo.

Por ejemplo, si una trabajadora manifiesta 

que fue víctima de hostigamiento sexual 
porque permaneció sola con el denunciado 
en su oficina fuera del horario de trabajo, y 
declara que se retiró a las 8:00 p.m. del 
centro de trabajo, despidiéndose del 
personal de vigilancia; el vigilante bien 
podría corroborar la hora que se retiró del 
centro laboral, e igualmente podría 
corroborar si es que posteriormente vio 
retirarse al denunciado. Esto dotaría de 
solidez al relato de la víctima.

En la Casación Nº 1179-2017/SULLANA, se 
requirió analizar la culpabilidad del 
denunciado del delito de violación sexual a 
partir del relato de la víctima menor de edad, 

y la consistencia con el relato de la madre y 
el informe psicológico que permitiría 
constatar las consecuencias del hecho 
(aflicción emocional de la víctima), con lo 
cual vemos que estas corroboraciones 
periféricas pueden evaluarse incluso desde 
las consecuencias del acto.

En el sector público, este ejercicio también 
ha sido practicado en distintas ocasiones 
por el Tribunal del Servicio Civil, 
concluyendo la culpabilidad de los 
servidores en casos de hostigamiento 
sexual, a partir de las siguientes pruebas:

Así, hay casos que la declaración un testigo 
de referencia, o un informe psicológico que 
acredita las consecuencias de la aflicción, 
resulta prueba de corroboración suficiente 
de la declaración de la víctima.

Algo a considerar es que en la Opinión 
Consultiva Nº 07-2022-JUS/DGTAIPD, se ha 
permitido el uso de las cámaras de 
videovigilancia en aulas de clases para 
prevenir el hostigamiento sexual en 
Instituciones Educativas, siendo un 
elemento importante de corroboración que 
podría utilizarse en escenarios similares, 
especialmente si se afecta la integridad 
emocional y corporal de los trabajadores y 
las trabajadoras.

Un último elemento a evaluar es la 
persistencia en la incriminación. Esto 
implica que no exista una contradicción 
sustancial en los distintos momentos que la 
víctima hace referencia a los hechos, más 
allá de los detalles que con el paso del 
tiempo es natural que se puedan ir 
olvidando. Ciertamente, eso no implica que 
la víctima deba estar manifestando 
reiteradamente los hechos, en la medida 
que puede afectar el principio de no 
revictimización. Por el contrario, la 
persistencia implica que cada vez que la 
víctima haya citado los hechos dentro o 
fuera del procedimiento, exista coherencia 
en el relato, de manera que lo manifestado 
en la denuncia sea sustancialmente similar 

a lo que manifestó a los testigos de 
referencia, o en otra etapa del 
procedimiento.

Valorar la prueba en casos de hostigamiento 
sexual puede no ser tarea fácil, habida 
cuenta de su especial naturaleza. Por ello, 
tener presente las pautas antes enunciadas 
desde la investigación, permitirá al operador 
conocer las pruebas que debe recoger y por 
donde realizar la indagación de los hechos, 
de forma tal que dentro del procedimiento 
se pueda contar con pruebas suficientes 
que permita determinar la culpabilidad del 
denunciado, cuando corresponda.
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